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QUEDA UD DEBIDAMENTE NOTIFICADO

Córdoba,         de noviembre de 2023.

Fdo.:  PABLO URRETS ZAVALIA, SECRETARIO DE CAMARA

En ………………..de……………………de 2023, siendo horas ……………….   

Me constituí en el domicilio sito en………………………………………………   ……………….

………………………………………………………………………………………….   ………………

Y requerí la presencia de…………………………………………………………….  ………………

y no encontrándose …………………………….

fui atendido por: ……………………………………………………………………………………….

…………………………………………………………………………………………………………….

D.N.I; L.E; L.C; Nº……………………………………………………………………………………..

Ni respondiendo persona alguna a mis llamados, requerí la presencia de un testigo quien  manifiesta ser:  

………………………………………………………………………………………….

…………………………………………………………………………………………………………….

Acto seguido , e impuesto del motivo de mi presencia , le hice entrega de …………………….

procedí a fijar en el acceso de la vivienda una copia de la presente

FIRMADO ANTE MI PARA CONSTANCIA.-
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Córdoba, 6  de noviembre de 2023.

VISTOS:

Los  presentes  autos  caratulados:  “ZANELLO   S/INFRACCION 

ART.  145  TER  EN  CIRCUNSTANCIAS  INCISO  1  (LEY  26842)”  (FCB 

31501/2022/TO1), se encuentran a despacho para resolver.

Y CONSIDERANDO:

I.  Que, tras haberse concluido el trámite previsto por el art. 354 del CPPN, 

admitido la prueba ofrecida y fijado audiencia de debate oral para el mes de octubre 

del corriente año, se acogió favorablemente la petición formulada con fecha 24 de 

agosto  de  2023  por  la Dra.  María  Julieta  Ibáñez  Arrieta,  defensora  pública 

coadyuvante de la Defensoría General  de la Nación, de ser tenida como letrada 

patrocinante de S.G.R.S en los términos de la ley 27.372. 

Días antes de la celebración de la referida audiencia, esto es el 2 de octubre 

de 2023, la Dra. María Julieta Ibáñez Arrieta, por la participación acordada en estos 

autos, presentó un escrito en el que materializó, como pretensión principal, la nulidad 

del decreto de clausura de la investigación y elevación de la causa a juicio. 

De  manera  subsidiaria,  solicitó  la  inconstitucionalidad  del  plazo  procesal 

establecido para la admisión formal de su representada como querellante, o en su 

caso, la autorización a S.G.R.S. para asumir dicha condición de manera tardía y en 

esta etapa del juicio.

Antes de sintetizar los argumentos esgrimidos para sustentar cada uno de los 

planteos introducidos,  es  preciso  describir,  por  las particularidades que revela la 

tramitación de la presente causa, el cuadro de situación que motivó a la Dra. Ibáñez 

Arrieta su presentación. 

En  este  sentido,  la  letrada  puntualizó  que  las  presentes  actuaciones  se 

iniciaron en el marco de la investigación de hechos graves cometidos contra S.G.R.S 

en  la  causa  FCB  5876/2020/TO1  –“Garzuzi”-.  Que  la  misma  resultó  finalmente 

radicada ante este TOF N° 1 de Córdoba donde, con otra conformación, el día 3 de 
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julio de 2023 se dictó sentencia condenatoria, aun no firme a raíz del recurso de 

casación interpuesto por la defensa del imputado.

Ocurrió que, en la etapa investigativa, con fecha 15 de septiembre de 2022, el 

Fiscal Federal solicitó la ampliación del requerimiento de instrucción de fs. 434/438 y 

promovió acción penal en contra de  Zanello. 

La letrada oficial destacó que en esa fecha -e incluso hasta el presente- la 

Defensoría Pública de Víctimas con asiento en la provincia de Córdoba, creada por 

ley 27.372,  no se encontraba habilitada.  Comentó,  entonces,  que en cada caso, 

previa  solicitud  formal  de  las  personas damnificadas,  el  Ministerio  Público  de la 

Defensa es quien resuelve sobre la procedencia de la asistencia y patrocinio jurídico 

gratuito  peticionado  a  las  víctimas  de  delitos  en  procesos  penales  (art.  33  que 

modifica el art. 11 de la Ley 27.149). Situación que, conforme admitió la defensora, 

se presentó en autos.  

Continuó diciendo,  que  precisamente  esa  coyuntura  hizo  imprescindible  la 

notificación formal, a través de un lenguaje claro y sencillo a la víctima a fin de que 

conozca los derechos y garantías previstos en la Ley 27.372. En el caso que nos 

ocupa, según manifestó la Dra. Ibáñez Arrieta, S.G.R.S refirió haber sido puesta en 

conocimiento  de  los  mismos  por  parte  del  Ministerio  Público  Fiscal  de  manera 

reciente y de forma previa al pedido de patrocinio letrado, en la etapa de juicio. 

Por esa razón, con fecha 24 de agosto de  2023, al momento de constituirse 

como  Defensora  de  Víctima  de  S.G.R.S  ante  este  tribunal  de  juicio,  dejó 

expresamente reservada su voluntad de constitución de parte querellante (art. 83, 

CPPN),  pues lo  supeditó  a lo  que surgiera del  conocimiento  de las actuaciones 

desarrolladas en el marco de la presente investigación. 

De hecho, al  analizarlas advirtió que –en relación a S.G.R.S- no se había 

garantizado  su  derecho  a  asesoramiento,  asistencia,  representación,  protección, 

verdad, acceso a la justicia, principios éstos consagrados en la Ley 27.372. 

Todo ello, basado en la afirmación de que no se desprendía de ningún acto 

de  esta  causa  “Zanello”  (FCB  31501/2022/TO1) que  la  justiciable  haya  sido 

notificada  en  modo  cierto  de  su  derecho  al  asesoramiento,  asistencia  y 

representación. 
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Ante lo expresado, entendió que debió garantizarse la tutela judicial reforzada 

a partir de actos de notificación formal, en lenguaje sencillo y claro, de los derechos 

que le asistían y junto a letrado de su confianza o defensa pública, a fin de que 

pueda recibir el pertinente asesoramiento técnico.

No desconoció que en la causa FCB 5876/2020 –“Garzuzi”- hubo asistencia 

letrada en la constitución de querellante, sin embargo, el derecho a querellarse fue 

ejercido por   Sabatino -madre de la justiciable-  y  no por S.G.R.S,  quien 

invocó  un  desconocimiento  de  las  normas  procesales  y  de  fondo  que  rigen  y 

substancian el proceso penal a fin de poder querellar. 

A raíz de los acontecimientos antes descriptos, en primer lugar, la Dra. Ibáñez 

solicitó  la nulidad del decreto que dispuso la clausura de le etapa instructoria y de 

elevación a juicio en relación con  Zanello, en los términos del art. 167 del 

CPPN  y  consecuentemente,  la  devolución  del  presente  expediente  al  Juzgado 

Federal N° 2, a fin que se dé tratamiento a la solicitud de constitución de querellante 

de S.G.R.S. 

Sustentó la ineficacia procesal denunciada, en la violación a los derechos de 

tutela judicial efectiva y de recibir asistencia jurídica como víctima del delito de trata 

de  personas.  Consideró  que  S.G.R.S se  vio  impedida  a  ejercer  su  derecho  a 

querellarse y participar en forma activa en este proceso, ofreciendo y controlando 

pruebas, impulsando medidas y ejerciendo sus derechos procesales, entre los que 

destacó el de acceder a una reparación integral. 

A  su  vez,  otro  de  los  perjuicios  concretos  para  S.G.R.S.,  que  la  letrada 

mencionó, derivado de la imposibilidad de ejercer por sí misma sus derechos en el  

proceso referentes al rol indicado, fue la incapacidad de materializar su pretensión 

acusatoria  autónoma (fallos 320:2021)  y  el  derecho al  recurso contra eventuales 

pronunciamientos adversos (fallos 260:114, 262:264, entre otros).

Resaltó que la ley 27.372 modificó el CPPN y en ese sentido, obligó al Estado 

a  garantizar  los  derechos  de  las  víctimas  de  un  delito  desde  el  inicio  hasta  la 

finalización (art. 79 y 80), mediante la interpretación y ejecución de las disposiciones 

formales de la manera más compatible a la garantía de sus derechos (art. 81).
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Vinculado con lo anterior pero como planteo subsidiario, la defensora pública 

oficial brindó los fundamentos por los que consideraba necesaria la declaración de 

inconstitucionalidad del art. 90 CPPN en función del art. 84 del mismo cuerpo legal, 

en tanto estipula un límite temporal para la constitución de querellante en el caso 

concreto.  En  esa  línea  argumentativa,  refirió  que  el  coto  procesal  no  resultaba 

exigible ni oponible a su representada. 

Mencionó que en el caso, debía tenerse especialmente en cuenta que desde 

que se inició la investigación hasta su clausura, S.G.R.S desconocía la posibilidad 

de acceder a la Defensa Pública, ya que no hubo intervención ni notificación expresa 

y clara de los derechos y garantías que le asistían, ni  verbal  ni  formal  en estos 

actuados.

Una vez que tomó contacto con la Defensa Pública, en virtud de la puesta en 

conocimiento por  parte  del  Ministerio  Público Fiscal,  solicitó  el  patrocinio  jurídico 

integral. 

En el marco del resguardo de las garantías de la víctima (art. 3 inc. a de la 

Ley 27.372), mencionó la letrada, que consultó a S.G.R.S. cuál era su pretensión en 

el marco de ésta causa Zanello y ella expresó, de manera rotunda, su deseo de 

instar la acción por la posible comisión de delitos contra su integridad sexual y de 

trata  de  personas.  Que  dicha  manifestación  se  realizó  cuando  la  causa  ya  se 

encontraba radicada en el Tribunal Oral en lo Criminal Federal N° 1 de Córdoba. La 

defensora  oficial  expresamente  manifestó  que  la  justiciable  siempre  tuvo  por 

voluntad constituirse como querellante pero desconocía -por su situación personal y 

coyuntural- el modo de materializarlo. 

Estas  circunstancias,  a  criterio  de  la  Dra.  Ibañez  Arrieta,  evidenció  la 

imposibilidad  material  que  tuvo  la  víctima  y  la  defensa  pública  de  actuar  con 

anterioridad a la clausura de la instrucción, razón por la cual la restricción temporal a  

que refiere el art. 90 CPPN resulta inexigible en relación a su representada. 

Agregó que una posición contraria significaría un excesivo rigor formal que se 

traduciría en una  afectación directa y severa del derecho de la víctima al debido 

proceso, a ser oída y a participar efectivamente del  proceso penal  en el  que se 

investigan hechos de los cuales resultó damnificada. 
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La letrada calificó la  limitación temporal,  en el  caso de autos,  de extrema 

gravedad por contrariar el derecho de S.G.R.S. a ser oída, amparado por el artículo 

8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, incorporada a través del 

artículo 72, inciso 22, de la Constitución Nacional.

Responsabilizó al Estado Argentino por la remoción de los obstáculos que le 

impidan a las víctimas el acceso a participar de los procesos penales que resulten de 

su interés directo y a ser escuchadas en todas sus etapas. Puso de resalto que en 

las presentes actuaciones se investigó el  delito de trata de personas agravado y 

abuso sexual, y que S.G.R.S. resulta ser la víctima. 

A  lo  anterior,  adicionó  la  evidente  situación  apremiante  y  de  extrema 

vulnerabilidad  a  la  que  se  encuentra  sometida,  no  sólo  por  la  victimización  que 

derivó de los hechos investigados en las presentes actuaciones sino también por su 

condición de género, violencia, pobreza y por ser hechos ocurridos cuando era una 

niña (Capítulo I, Reglas 2, 3, 4, 5, 7, 8, 10, 11, 15, 17, 18 y ccts. de las 100 Reglas  

de  Brasilia  para  el  Acceso  a  la  Justicia  de  las  personas  en  Condición  de 

Vulnerabilidad). 

De  allí,  derivó  que  la  restricción  impuesta  por  el  plazo  establecido  en  el 

artículo 90 del Código Procesal Penal de la Nación para que la víctima requiera ser 

tenida como parte querellante y actora civil, viola -en su implementación al presente 

caso- su derecho a ser oída, protegido por el artículo 8.1 de la CADH, y de participar 

activamente del proceso penal en el cual se investigan hechos de los cuales resultó 

damnificada.

Por  último,  le  pareció  importante  recordar  “la  doctrina  que  en  materia  de 

inconstitucionalidad de las normas ha desarrollado la Corte Suprema de EEUU en 

relación la distinción entre declaración de inconstitucionalidad on its face (cuando la 

norma impugnada resulta a juicio del tribunal inaplicable no solamente para el caso 

concreto  sino  en  toda  circunstancia)  -por  un  lado-  y  la  declaración  de 

inconstitucionalidad  as  applied  (cuando  el  tribunal  concluye  que  una  norma  es 

inconstitucional tal como la aplica en un determinado caso) -por el otro- “. 

En  este  marco,  la  defensora  de  la  víctima  aclaró  que  el  planteo  aquí 

formalizado no consiste en una impugnación per se de la restricción temporal del art. 
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90  del  CPPN,  sino  que  la  considera  inconstitucional  dadas  las  particulares 

circunstancias de hecho que fueron reseñadas, que derivarían en una frustración del  

derecho de la víctima S.G.R.S. a constituirse en querellante y actora civil, participar 

activamente del proceso y ser oída, todos ellos derechos constitutivos del debido 

proceso, el acceso a la justicia y la tutela judicial efectiva que aseguran los arts. 18 

de la C.N., 8.1 y 25 de la CADH en la extensión que le ha dado la CSJN (Fallos 

268:266; 321:2021, entre muchos otros).

Finalmente,  y para el  caso de que este Tribunal  no comparta los criterios 

antes esbozados, solicitó la constitución –tardía- de S.G.R.S como querellante con 

representación de la presentante, conforme a lo normado en el  artículo 82,  83 y 

concordantes del C.P.P.N. y de acuerdo a lo dispuesto por los arts. 5 inc. h), 11 y 

ccts. de la ley 27.372 de Derechos y Garantías de las Personas Víctimas de Delitos 

y  dejó  explicitado  su  requerimiento  acusatorio,  con  el  ofrecimiento  de  prueba 

respectivo.

Nuevamente destacó que su asistida, conforme le fuera manifestado, siempre 

mantuvo una férrea voluntad de asumir el rol de querellante en este proceso y desde 

el comienzo de las actuaciones. Que en el marco de la causa Garzuzi solicitó en 

diversos  momentos  a  los  letrados  de  su  madre  que  se  constituyeran  como 

querellante. Sin embargo, recién pasada la terrible experiencia del juicio Garzuzi, 

personal del Ministerio Público Fiscal le informó dónde dirigirse y el modo para poder 

materializar esa voluntad. 

La Dra. Ibañez Arrieta dijo estar convencida que la oportunidad de querellarse 

no puede erigirse como un acto abstracto o formal, sino genuinamente accesible. 

Que  otra  interpretación  implicaría  una  categorización  de  personas,  aquellas  que 

acceden al patrocinio letrado porque tienen capacidad económica, y otras que por 

carecer  de  recursos  (económicos,  simbólicos)  no  obtienen  dicha  representación. 

Esto sería una limitación inadmisible e incompatible con el principio de igualdad ante 

la ley, reconocido por nuestra Constitución Nacional. 

Incluso, mencionó que una interpretación de esta naturaleza profundizaría el 

contexto de vulnerabilidad que vivencian las víctimas, ya que no se puede pretender 

que por sí mismos puedan conocen o comprenden los alcances de su situación, 
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cuáles  son  los  derechos  que  les  fueron  reconocidos  por  ley  27.372  y  cómo 

instrumentalizarlos. Citó al efecto un precedente de la CFCP en causa “Retamozo, 

Abel s/recurso de casación”. 

Por ello, en su carácter de Defensora Pública de S.G.R.S., invocando los arts. 

82, 83, 87, 88 cc y ss, y art. 97 cc. y ss. del C.P.P.N. y arts. 5 inc. h), 11 y cc. de la 

ley 27.372, solicitó la constitución formal de querellante particular en esta instancia 

procesal.

II) De la presentación efectuada, se corrió vista al Ministerio Público Fiscal, 

quien emitió dictamen acerca de los planteos propiciados por la Dra. María Julieta 

Ibáñez Arrieta, en su rol de representante técnica de la víctima.

El Dr.  Carlos María Casas Nóblega, aclaró que iba a analizarlos de manera 

conjunta  y  simultánea  atento  a  que  se  encuentran  estrechamente  imbricados  y 

relacionados entre sí. 

Desde un punto de vista fáctico y procesal, mencionó que al día 05 de junio 

de 2020 se llevó a cabo el allanamiento en el domicilio de  Garzuzi 

-lugar en dónde se encontraba acogida la víctima-, y se encontró a S.G.R.S. inmersa 

en un profundo estado de vulnerabilidad -por diferentes circunstancias-, motivo por 

el cual, al ser rescatada, fue trasladada al Neuropsiquiátrico Provincial para luego 

ser internada en el IPAD (fs. 61 y ss). 

En  razón  de  ello,   Sabatino,  madre  de  SGRS,  bajo  la 

representación de la Dra. Bilbao de Carmona, solicitó constituirse como querellante 

particular  en  los  autos  caratulados  “Garzuzi”  (FCB  5876/2020),  alegando  el 

deteriorado estado de salud de su hija y la extrema situación de vulnerabilidad que 

atravesaba como impedimentos para ejercer su propio derecho a querellarse.

Así, el Fiscal General aseguró que en el marco de aquella causa y en relación 

a  Sabatino se dio acabado cumplimiento a las exigencias de la ley 

27.372 y de los arts. 79 y 80 del CPPN. 

Sin embargo, puntualizó que la aceptación de la madre de S.G.R.S.  como 

querellante particular fue en el marco de la causa “Garzuzi”,  no así en los autos 

“Zanello”, las cuales si bien se encuentran relacionadas, tramitaron sucesivamente. 
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A lo anterior, el Fiscal General agregó que con fecha 23 de febrero de 2022, 

es decir más de un año y seis meses después de que S.G.R.B. fuera rescatada del 

departamento  de  Garzuzi,  el  instituto   –comunidad  terapéutica  de 

rehabilitación de adictos-, donde se alojaba y recibía un tratamiento interdisciplinario, 

informó  que  aquella  se  encontraba  en  condiciones  de  brindar  declaración 

testimonial, bajo la modalidad de Cámara Gesell (fs. 1090), la que se efectivizó con 

fecha 23 de marzo de 2022 (fs. 1131/1138 vta.). 

De  esta  manera,  puntualizó  que  fue  ésta  su  primera  intervención  en  el 

proceso  y  en  dicho  momento  -conforme  las  constancias  de  la  causa-  no  se  le 

hicieron  saber  los  derechos  que  la  amparaban  como  víctima,  conforme  las 

previsiones de los arts. 79 y 80 del CPPN, 80 del CPPF y ley 27.372. 

Por lo demás, comentó que, con motivo de las manifestaciones de la víctima 

en su declaración, se orientaron una serie de medidas tendientes a profundizar la 

investigación  en  relación  con   Zanello,  quien  todavía  no  se  encontraba 

imputado,  tales  como  allanamientos,  informes  socioambientales,  declaraciones 

testimoniales, pericias a los elementos informáticos secuestrados, etc. 

Luego,  la  parte  querellante  y  el  Ministerio  Público  Fiscal  formularon 

requerimiento de elevación de la causa a juicio en relación al imputado Garzuzi por 

los  delitos  de  trata  de  personas  y  amenazas.  Seguidamente,  con  fecha  06  de 

septiembre  de  2022,  el  Juez  de  Instrucción  resolvió  clausurar  la  instrucción  en 

relación a Garzuzi,  pero atento a que el  Ministerio  Público Fiscal  se encontraba 

investigando el accionar de Zanello, formó actuaciones separadas (fs. 1350), lo que 

se materializó con fecha 8 de septiembre de 2022. 

Así las cosas, con fecha 15 de septiembre de 2022 el Ministerio Público Fiscal 

instó la  acción penal  en contra de  Zanello  por  los delitos de “Trata de 

Persona” -hecho primero- y “abuso sexual con acceso carnal” y “abuso sexual por 

acto análogo” -hecho segundo-, cuya víctima en ambos delitos resultó ser SGRS (fs. 

1364/1369). Luego, con fecha 10 de mayo de 2023, se formuló requerimiento de 

elevación de la causa a juicio en contra del imputado Zanello, por idénticos hechos 

por  los  cuales fue requerido (fs.  1502/1518).  Con fecha 24 de mayo de 2023 y 

elevada la causa ante este tribunal, se dictó el decreto de citación a juicio. 
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El representante del Ministerio Público Fiscal, tuvo en cuenta también que con 

posterioridad a ello, la Defensora Pública Coadyuvante, Dra. Julieta Ibáñez, solicitó,  

a  requerimiento  de  SGRS,  ser  tenida  como defensora  de  víctimas  y,  a  su  vez, 

manifestó que luego de acceder a las presentes actuaciones, formularía el planteo 

pertinente a fin de garantizar el derecho de SGRS a constituirse como querellante 

conforme el art. 83 del CPPN. 

En virtud de la reseña procesal descripta, el Fiscal General advirtió que tras la 

declaración de S.R.G.S., llevada a cabo en sede instructoria, no se la notificó de los 

derechos que le corresponden como víctima consagrados en la normativa procesal 

vigente -CPPN y CPPF- y en la ley 27.732, razón por la cual fue recién en la etapa 

de juicio, en el marco de la presente causa, en donde pudo manifestar su voluntad 

de constituirse como querellante particular. 

Además, el titular de la acción penal mencionó que no podía pasarse por alto 

que las circunstancias que le habían impedido su constitución en la calidad que 

pretende ahora -lesión psíquica-, han disminuido considerablemente. 

Ello  pues,  si  bien  a  la  fecha  S.G.R.S.  se  encuentra  bajo  tratamiento 

psicológico, ya no se encuentra internada en el IPAD y/o Instituto Nazaret por haber 

evolucionado  favorablemente  en  relación  a  las  diferentes  problemáticas  que 

presentaba, fueron justamente esas intervenciones de distintos profesionales las que 

le permitieron manifestar su voluntad. 

En razón de los motivos esgrimidos, el representante del Ministerio Público 

Fiscal  enfatizó  en  que  la  constitución  como  querellante  particular  de   

Sabatino, en representación de SGRS, en modo alguno puede hacerse extensivo al 

presente proceso por dos motivos. En primer lugar, se trataron de causas distintas 

-que si bien se encuentran vinculadas-, tramitaron sucesivamente. Reiteró que, al  

momento de ser tenida como querellante en la causa “Garzuzi”, todavía el Ministerio 

Público Fiscal no había promovido acción penal en relación a Zanello, por lo que le 

resultaba imposible al Juez determinar si reunía la condición de ofendida penal en 

relación al accionar del mismo. En segundo término, el impedimento que justificó la 

intervención de su madre como querellante particular, hoy se encuentra removido.  
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Por  todo  ello,  el  Fiscal  General  se  pronunció  sobre  la  posibilidad  de 

intervención como querellante particular en la etapa de juicio, pese a lo que dispone 

el  art.  90  del  CPPN,  máxime cuando  de  la  presentación  efectuada  se  ha  dado 

cumplimiento a los requisitos establecidos en el art. 83 del CPPN. 

Por otro lado, entendió que, en este caso concreto, la admisión de querellante 

particular en esta instancia de ninguna forma acarrea un perjuicio al  derecho de 

defensa al imputado, ya que ésta se ha adherido a la acusación efectuada por este 

Ministerio Público Fiscal en los términos del art 347 del CPPN. Es decir, no varían 

las circunstancias fácticas y jurídicas respecto de las cuales la defensa técnica de 

Zanello tuvo la oportunidad de ejercer la facultad prevista en el inc. 2 de del art. 349 

del código ritual. 

Ahora bien, el representante del Ministerio Público Fiscal no acompañó los 

demás planteos efectuados por la Defensora de Víctimas, Dra. Ibáñez Arrieta, y a 

pesar de considerarlos abstractos dado su posición, por la gravedad que implicaban 

entendió necesario igualmente expedirse sobre los motivos de su rechazo.

De este modo, en cuanto a la nulidad del decreto que dispuso la clausura de 

la etapa de etapa de instrucción, recordó que en materia de nulidades debe primar 

un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe pronunciarse por la anulación de 

las actuaciones cuando exista un derecho o interés legítimo lesionado, de modo que 

cause un perjuicio  irreparable,  más no cuando falte  una finalidad práctica en su 

admisión. 

Su  procedencia  exige,  como  presupuesto,  que  el  acto  impugnado  tenga 

trascendencia sobre las garantías esenciales de la defensa en juicio o se traduzca 

en la restricción de algún otro derecho. 

En el caso en concreto, el interés en la declaración de nulidad del decreto que 

ordenó la clausura de la etapa de instrucción, ha desaparecido, ya que su admisión 

como querellante particular en la etapa de juicio, echa por tierra cualquier tipo de 

afectación o lesión a los derechos que en su presentación invocó, motivo por el cual,  

se pronunció por el rechazo del planteo de nulidad impetrado por la defensora de 

víctimas. 
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Luego  dijo  que,  estando  en  proximidades  de  dar  inicio  a  la  audiencia  de 

debate, retrotraer la presente causa a etapas anteriores, declarando la nulidad de la 

misma, causaría un serio gravamen. 

Ello pues, según afirmó el Fiscal General, nos encontramos con un imputado 

privado de su libertad de manera cautelar y tiene el derecho a ser juzgado en un 

tiempo  razonable,  circunstancia  que  se  vería  seriamente  comprometida  con  la 

retrotracción de la presente causa a instancias anteriores, más aún cuando la fecha 

de inicio del debate estaba fijada para el día 10 de octubre del corriente año.

Por  último,  mencionó  que  la  inconstitucionalidad  del  art.  90  del  CPPN 

tampoco  podía  tener  acogida  favorable.  Dio  sus  razones  y  agregó  que  es 

jurisprudencia  inveterada  de  la  CSJN  que  la  declaración  de  inconstitucionalidad 

requiere la  existencia de un perjuicio  actual  y  concreto,  circunstancia que no se 

verifica en el presente, por idénticos motivos por lo que rechazó el planteo de nulidad 

del decreto que ordenó la clausura de la investigación.

Además,  entendió  lógico  y  razonable  el  límite  temporal  escogido  por  el 

legislador  a  los  fines de la  constitución  como querellante particular.  Los motivos 

sobre  los  que  reposa  ese  coto  temporal  obedece  al  concepto  de  la  figura  del 

querellante y las funciones que la propia ley le acuerda. Así pues, explicó que el 

querellante particular es un instituto que le posibilita al particularmente ofendido por 

el  delito  a  participar  en  el  ejercicio  de  la  persecución  penal,  es  decir,  tiene  la 

potestad para impulsar el proceso y llevarlo adelante. Así, para llevar a cabo esta 

actividad, el art. 80 del CPPN y del CPPF, enumeran una serie de derechos, entre 

los cuales se encuentran aportar información y pruebas durante la investigación y a 

examinar documentos y actuaciones. 

En  función  de  ello,  el  querellante  particular  al  intervenir  en  el  proceso, 

despliega  una  importante  actividad  en  la  etapa  de  investigación  en  procura  del 

descubrimiento de la verdad y a los efectos de individualizar a sus responsables, por 

lo que resulta lógico que luego de la investigación penal, su constitución en la etapa 

de  juicio  no  revista  la  misma  importancia  y,  en  consecuencia,  se  le  impida  su 

intervención en ese estadio del proceso. 
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Surge palmariamente que la etapa de juicio,  a excepción de la instrucción 

suplementaria prevista del art. 357 del CPPN -la cual tiene por finalidad reanudar un 

breve período de investigación a los efectos de evitar la devolución de la causa a la 

etapa de instrucción y, así de ese modo, salvar omisiones de la investigación- no se 

caracteriza por la reunión de elementos de convicción. De allí que, resulta razonable 

el  límite  temporal  establecido en el  art.  90 del  CPPN y  esta circunstancia  torna 

improcedente la declaración de inconstitucionalidad invocada. 

Finalmente, advirtió que no fue la propia redacción del art. 90 del CPPN la 

que  le  impidió  a  la  víctima  ejercer  su  derecho  a  constituirse  como  querellante 

particular, sino la omisión de hacerle saber sus derechos en su primera intervención 

en la etapa de instrucción. 

III) Por su parte, el Dr. Rodrigo Altamira, defensor público oficial del imputado, 

al tiempo de contestar la vista que le fuera corrida, se opuso a las tres propuestas 

presentadas por la defensora oficial de víctimas, con el argumento central de que 

Zanello se encuentra detenido desde el 13 de septiembre de 2022 y de hacerse 

lugar a esta presentación, se vulneraría la garantía constitucional a ser juzgado en 

plazo razonable. 

Además, según dijo, retrotraería el proceso a etapas ya superadas (CSJN, 

“Mattei”29/11/68) que se celebraron de acuerdo a las formas de juicio establecidas 

por la Constitución Nacional y en las que, la pretensa querella estaba interiorizada 

de los derechos que le asistían, puesto que se había constituido, como tal, en la 

causa “Garzuzzi”. 

El  letrado analizó la finalidad derivada de las peticiones efectuadas por  la 

defensora de víctimas y recalcó que la intensión de constituirse como querellante 

resultaba contradictoria a la postura procesal asumida en el otro proceso, “Garzuzi” 

-que  se  celebró  previamente-,  donde  según  el  letrado,  S.G.R.S.  ejercitó  estos 

derechos, pues tanto ella como su madre y se constituyeron en tiempo y forma como 

querellantes. Es decir, consideró que no podía argumentarse ahora que aquellos no 

le fueron leídos cuando los conocían. 
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En  conclusión,  entendió  que  no  debía  aceptarse  su  intervención  como 

querellante particular (art. 80 CPPN). 

Sin  embargo,  teniendo  en  cuenta  la  normativa  vigente  (ley  23.732)  y  el 

derecho  de  acceso  a  la  justicia  consagrado  en  los  Pactos  Internacionales  de 

Derechos Humanos incorporados a la Constitución Nacional, consideró posible el 

ejercicio de los derechos de víctima en este juicio -tutela judicial efectiva-, con las 

limitaciones que establece la reglamentación procesal y el precedente “Del Olio” de 

la  CSJN  (fallos  329:2596),  es  decir,  participar  en  el  debate  pero  no  acusar  ni 

peticionar pena habida cuenta que en la etapa anterior no intervino en el  rol  de 

querellante. 

Remarcó que la  víctima no se  encontraba desamparada,  que el  acusador 

oficial representa a la sociedad y a ella misma (art. 120 CN) y además, opinó que 

S.G.R.S. podría participar en el debate, con los límites antes enunciados. 

En  definitiva,  por  estas  razones,  el  Dr.  Rodrigo  Altamira  se  opuso  a  la 

constitución en querellante particular y demás peticiones realizadas.

IV)  Fijada la postura de las partes, ingreso al tratamiento del primer planteo 

formulado por la pretensa querellante. Al respecto, cabe destacar que el Tribunal en 

distintas  oportunidades  ha  esbozado  una  serie  de  precisiones  en  orden  a  las 

nulidades y  a  los  principios  que rigen su  interpretación  y  aplicación  en un caso 

concreto. Postulados que resultan pertinentes reproducir, por ser atinentes al  sub 

lite.

Así  las  cosas,  se  ha  dicho  que  el  régimen  de  nulidades  al  que  adscribe 

nuestro sistema jurídico procesal responde al modelo de “taxatividad” que requiere, 

en lo fundamental, que no existen más nulidades que las específicamente previstas 

en la ley. 

El principio esbozado surge expresamente del art. 166 del Código Procesal 

Penal  de  la  Nación,  cuando  establece  como  regla  principal  que  “Los  actos 

procesales serán nulos sólo cuando no se hubieran observado las disposiciones  

expresamente prescriptas bajo pena de nulidad”. 

Por lo demás, en materia de nulidades se impone la interpretación restrictiva. 

De  modo que,  resulta  condición  esencial  para  que  pueda  declararse  que  la  ley 
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prevea expresamente esa sanción, que quien la alegue tenga un interés jurídico en 

la nulidad y que no haya consentido expresa ni tácitamente el vicio que la afecta. De 

esta manera, los principios de conservación y trascendencia impiden que se aplique 

la nulidad si el acto atacado logró su finalidad y no se verifica un perjuicio que deba 

ser reparado.

En esta línea de pensamiento, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ha 

señalado  que  aun  cuando  se  trate  de  nulidades  absolutas,  la  nulidad  procesal 

requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes. Pues, cuando se adopta en 

el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, importa un manifiesto exceso ritual  

no compatible con el buen servicio de justicia (Fallos: 295:1413 y 311:2337, entre 

muchos otros).

Sobre éste tema, Sergio Gabriel Torres, al tratar el tema “Interés. Perjuicio. 

Alcance y límites”, sostuvo que, aún en el caso de nulidades declarables de oficio 

(características de las absolutas) éstas no pueden serlo en el solo beneficio de la 

ley. Señaló expresamente el autor:  “se exige que el perjuicio sea real y concreto  

aunque no sea actual, ya que puede admitirse el perjuicio potencial siempre que  

tenga cierto grado de verosimilitud, calidad ésta que deberá ser alegada y probada  

por la parte y valorada por el juez de la causa” (TORRES, Sergio Gabriel, Nulidades 

en el Proceso Penal -2º edición actualizada y ampliada-Ad-Hoc., 1993, p. 35/39). Al 

referirse  a  la  valoración  del  interés  y  el  consiguiente  perjuicio  de  las  nulidades, 

manifestó  que  quedan  dentro  del  marco  discrecional  del  magistrado,  desde  que 

entiende  que  la  sustancialidad  del  proceso  prevalece  sobre  el  formalismo. 

(TORRES, Sergio Gabriel, op. cit. p. 190). 

Como  consecuencia  de  lo  expuesto,  resulta  extraño  a  nuestro  sistema 

procesal,  la  declaración de la  nulidad por la nulidad misma, por lo que,  tanto el  

perjuicio sufrido como el interés de quien procura obtener la declaración, deben ser 

fehacientemente  acreditados,  no  bastando  para  ello  la  mera  enunciación  de 

supuestos derechos constitucionales vulnerados, que lo hayan puesto teóricamente 

en un estado de desconocimiento procesal de las normas sobre la querella. 

Sostener una postura contraria, significaría declarar la nulidad, en virtud de un 

criterio absolutamente formalista que más que favorecer alguna garantía, en realidad 

14



#37847795#390659225#20231106132808156

Poder Judicial de la Nación

TRIBUNAL ORAL FEDERAL DE CORDOBA 1
entorpecería justamente su debido resguardo. Sobre todo desde la óptica del debido 

proceso y los derechos que resguardan también al imputado. 

Bajo  estos  parámetros  interpretativos  corresponde  examinar  el  planteo  de 

nulidad efectuado. En la misma línea, el pedido de inconstitucionalidad introducido 

por  la  defensora  de  víctimas,  pues  una  declaración  del  tipo,  dado  su  carácter 

excepcional, supone efectuar un análisis preciso de las circunstancias alegadas para 

determinar si en el caso concreto existen cuestiones de gravedad institucional que 

ameriten acoger el remedio articulado. 

Adelanto que, en consonancia con los argumentos brindados por el  Fiscal 

General  y  el  defensor  del  imputado,  corresponde  el  rechazo  de  la  pretensión 

principal  de  nulidad  y  subsidiaria  de  inconstitucionalidad  presentadas  por  la 

representante legal de la víctima.

Al respecto y someramente, debemos recordar que la CSJN ha resaltado que 

el control de constitucionalidad debe efectuarse con mesura y sólo puede declararse 

la invalidez de una norma ante un planteo sólidamente fundado, del cual resulte de 

manera clara,  manifiesta e indubitable la  contradicción de la  ley  con la  cláusula 

constitucional  (Fallos  285:322;  288:325,  290:226).  Presupuesto  absolutamente 

ausente en el presente caso. 

Las  razones  invocadas  por  el  Fiscal  General  y  la  defensa  del  imputado 

resultan por demás elocuentes. Sobre todo en cuanto a los motivos, debidamente 

explicitados, que llevaron al legislador a escoger el momento oportuno hasta el cual 

puede solicitarse dicha participación como acusador privado. En definitiva, se trata 

de una cuestión de política criminal exenta de control jurisdiccional.

El  art.  90  del  CPPN  establece,  en  su  estructura,  la  oportunidad  para  la 

constitución de parte querellante en el proceso penal –art. 84-. Así, el incumplimiento 

del  requisito  temporal  fijado,  trae  como  consecuencia  la  caducidad  del  derecho 

regulado.   Ello  por  cuanto,  en  la  idea  lógica  de  proceso,  se  dictan  normas 

ordenatorias y cobran especial relevancia los principios de preclusión y progresividad 

como institutos aptos para evitar la duración indeterminada de los juicios fundados 

en la necesidad de una administración de justicia rápida en el marco de lo razonable.
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Pero este ideal de justicia requiere del auxilio de las partes que, interesadas 

en la pronta resolución y reconocimientos de sus derechos, deben colaborar con el 

cumplimiento  de  recaudos  legales  para  la  incorporación  de  los  actos 

procedimentales en debida forma. 

El cumplimiento de normas que se presumen válidas y superan, en el caso 

concreto,  el  control  de  constitucionalidad,  no  hace  más  que  reafirmar  el  debido 

proceso  legal.  Entendiendo  que  en este  caso,  los  derechos  del  imputado  a  ver 

consolidada su situación procesal y a un juzgamiento en tiempo oportuno, también 

deben ser considerados. Sobre todo, si ese temperamento fue asumido por Zanello y 

su  defensa  pública,  durante  el  trámite  con  la  renuncia  sistemática  a  todos  los 

remedios procesales que le  asistían  pero  suponían un retardo en el  avance del 

proceso.

La víctima no reclamó su constitución de sujeto eventual en tiempo y forma, 

pese a que tuvo conocimiento de esa posibilidad. Que no fuera a través de un acto 

formal  y  expreso  emanado  del  juez  de  instrucción,  como  demanda 

extemporáneamente  la  letrada  de  S.G.R.S.  no  habilita,  en  este  caso,  por  las 

particularidades enunciadas,  una constitución  tardía  de querellante  particular,  sin 

que  por  ello  se  vean  cercenados  sus  derechos  constitucionales  de  acceso  a  la 

justicia y a ser oída.

La  defensora  de  la  víctima  manifestó  que  ella  desconocía  las  normas 

procesales y de fondo sobre la querella, a pesar de que intervino en el proceso su 

madre en dicha condición y fue asistida por el  Estado en otros de sus derechos 

vulnerados. 

Por  su  parte,  el  Fiscal  General,  reconoció  que  S.G.R.S.  sabía  que  podía 

reclamar su rol de acusador privado pero no pudo ejercer personalmente su derecho 

a querellar por la situación de extrema vulnerabilidad y deterioro en su salud. 

La legitimación supone que quien es capaz para actuar en un proceso en 

general pueda asumir el rol con el cumplimiento de las condiciones requeridas por la 

normativa procesal, en un caso particular.

Los artículos 82 a 84 del Código Procesal Penal de la Nación nos orientan en 

ese  sentido,  pues  en  cualquier  etapa  del  proceso  anterior  a  la  clausura  de  la  
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instrucción, toda persona con capacidad civil, particularmente ofendida por un delito 

de  acción  pública  tiene  derecho  a  querellar  e  impulsar  un  proceso  penal. 

Formalmente, para su constitución como parte eventual, se requiere la presentación 

en forma personal o por mandato especial,  bajo patrocinio letrado obligatorio, de 

carácter  privado  o  proporcionado  por  el  Estado  bajo  ciertas  condiciones  (Ley 

27.149).

Dicho  esto,  ciertos  recaudos  aparecen  insoslayables.  Particularmente  la 

condición de ofendido penal, las formalidades de la constitución de querellante y el 

plazo de caducidad para ingresar en esa condición al proceso. 

No  debe  perderse  de  vista  que  la  querella  implica  una  manifestación  de 

voluntad  que  reclama  la  actividad  jurisdiccional  para  esclarecer  un  hecho  ilícito 

cometido en su perjuicio. Por esa razón, la constitución como parte acusadora en un 

proceso es netamente personal y rodeada de una serie de formalidades legales que 

denotan la significancia propia que detenta esa decisión (art. 83). 

Nuestro máximo tribunal nacional  tuvo oportunidad de pronunciarse sobre la 

legitimación  del  querellante  en  el  precedente  “Del  Olio  Eduardo  Luis  y  otro 

s/defraudación  por  administración  fraudulenta”,  el  11  de  julio  de  2006.  Allí,  se 

cuestionó la posibilidad –ya precluida- del querellante de concretar su alegato, en 

cuanto no había respondido la vista que prevé el art. 346 del Código Procesal, pero 

a diferencia de lo que se plantea en esta causa, la parte eventual estaba sustancial y  

procesalmente constituida. Entonces, el agravio no se dirigió al incumplimiento de 

normas relativas a la constitución del querellante sino a la ausencia de acusación 

válida del mismo para condenar.

Dicho esto, vale decir que tal como denuncian las partes, efectivamente de las 

constancias de esta causa no surge que se le haya hecho saber a  S.G.R.S., de 

manera expresa y concreta, en la primera oportunidad, como marca la ley, que tenía 

la posibilidad de presentarse como querellante. Esto es, el 23 de marzo de 2022, al 

tomarle  declaración  testimonial  en  cámara  gesell,  en  el  marco  de  la  causa  que 

inicialmente  solo  involucraba  a  Garzuzi  (fs.  1131/1138)  y  de  cuyas  implicancias 

derivó la investigación del imputado Zanello. 
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Sin  desconocer  esa  circunstancia,  entiendo  que  corresponde  analizar  las 

particularidades que presentan estas actuaciones en su tramitación. Vale decir que, 

en  el  marco  de  una  investigación  iniciada  en  contra  del  imputado  Garzuzi,  se 

revelaron  sucesos  que  dieron  nacimiento  a  la  persecución  penal  autónoma  de 

Zanello. Todos ellos, relacionados con la misma víctima. Incluso, ya con fecha 26 de 

junio de 2020 se dictó orden de restricción para Zanello y se lo sindicaba como 

sospechoso de ser el nexo entre Garzuzi y S.G.R.S. Tanto que, el 10 de marzo de 

2021  se  invita  a  Zanello  a  defenderse  y  el  nombrado  designó  a  un  abogado 

particular en ese rol. 

Así  fue  que,  la  causa  primeramente  identificada  bajo  el  número FCB 

5876/2020/TO1  fue desdoblada el día 6 de septiembre de 2022 (fs. 1350) en dos 

partes a los efectos de posibilitar el juzgamiento de los delitos que involucraban a 

Garzuzi y sobre los que ya se había completado el trámite previsto para su elevación 

a juicio. 

De todos modos y más allá de ese desmembramiento, es posible sostener 

que la supuesta víctima conoció de sus derechos a contar con asistencia técnica 

gratuita y a constituirse como querellante, antes de que la causa que involucraba a 

Zanello completara su instrucción. 

Esta afirmación no solo puede deducirse del temperamento adoptado por su 

madre en el proceso. Antes bien, se evidencia en un acto propio reflejado en una 

nota fechada el 5 de septiembre de 2022 incorporada a fs. 1359, en la que S.G.R.S 

manifestó, de puño y letra con firma ológrafa, que: “Me dirijo a quien corresponda, a  

través de este escrito, a los fines de solicitar la defensa pública integral de víctimas,  

en el marco de la causa en la que me encuentro involucrada, en carácter de víctima  

de trata (causa NORA), solicitando de ser posible el acompañamiento de la Dra.  

Julieta Ibañez y la licenciada Victoria Fernández Nuñez, equipo al  cual  conocí y  

pude apreciar  su  destacado trabajo,  cuando acompañaron a  una compañera  de  

tratamiento en Asociación  en donde me encuentro atravesando mi proceso  

terapéutico de rehabilitación. Sin más que agregar y esperando respuesta favorable  

saludo atentamente. S.G.R.S.”. 
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Este documento fue recibido el día 6 de septiembre de 2022, por el Fiscal 

Federal, Dr. Casas Nóblega, quien lo remitió al Juzgado Federal N° 2 a sus efectos. 

Esta dependencia judicial, con fecha 8 de septiembre de 2022, certificó que los autos 

caratulados “Garzuzi” habían sido elevados ante este Tribunal Oral dos días antes, 

por lo cual, lo enviaron en actuaciones “para agregar” para ser incorporadas a ese 

proceso. Vale decir que en la causa enunciada, se dictó el  decreto de citación a 

juicio, de fecha 14 de septiembre de 2022, incorporándose la presentación efectuada 

por S.G.R.S. y se puso en conocimiento de la defensoría pública. 

Ocurrió que, por las razones que fueran, no se concretó oportunamente ese 

pedido en esta causa “Zanello”. Sin embargo, refleja que S.G.R.S tuvo la posibilidad 

concreta de asesorarse y conocer de la facultad de presentarse como querellante 

pero no se ejerció ese derecho y pretende ahora hacerlo tardíamente, cuando el 

plazo ya feneció.

Del mismo modo, no se advierte que el término establecido en el art. 90 del  

CPPN sea violatorio de garantías constitucionales, antes bien, parece una limitación 

temporal  razonable  para  quien  se  encuentre  legitimado  para  presentarse  como 

querellante, dado que, precisamente es en la etapa del juicio donde el  imputado 

tiene  su  oportunidad  para  preparar  la  defensa  a  una  acusación  iniciada  en  la 

instrucción por las partes legitimadas. Entonces, esta restricción en realidad viene a 

ordenar el proceso. 

De  manera  que,  estando  precluida  la  instancia  para  constituirse  como 

querellante y no existiendo ninguna ineficacia procesal que justifique retrotraer el  

proceso  a  etapas  anteriores,  se  entiende  vencido  el  plazo  para  instituirse 

formalmente como parte acusadora privada. 

No obstante a fin de garantizar el derecho de acceso a la jurisdicción, mas 

allá  de  todas  las  consideraciones  efectuadas,  lo  que  fue  admitido  por  la  propia 

defensa en este caso, se permitirá a S.G.R.S,  representada técnicamente por la 

defensa  pública  de  víctimas,  intervenir  activamente  en  el  debate,  interrogando 

testigos, controlando la prueba, incluso con la posibilidad de formular conclusiones 

finales, que no supongan el requerimiento de pena temporal ni pecuniaria. 
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Es  decir  que  en  resguardo  a  las  garantías  constitucionales  y  derechos 

reconocidos a las víctimas para el efectivo acceso a la justicia y a ser oídas en el 

proceso penal, se otorga a S.G.R.S., la capacidad procesal amplia pero no ilimitada 

para actuar legítimamente en el juicio. 

De  este  modo,  entiendo  protegidas  y  equilibradas  las  garantías 

constitucionales de las partes involucradas en el proceso, acusadoras e imputado, 

tal como el sistema de justicia pretende.

Por todo lo expuesto; SE RESUELVE:

I) No  hacer  lugar  a  los  planteos  de  nulidad,  inconstitucionalidad  y 

constitución tardía de querellante, efectuados por la defensora pública de S.G.R.S. 

II) Permitir  a S.G.R.S.,  patrocinada por la Defensa Pública de víctimas, 

actuar  activamente  en el  debate,  con la  posibilidad de contradecir  y  controlar  la 

prueba y emitir conclusiones finales que no supongan pedidos de penas. 

Protocolícese y hágase saber.- 

JULIAN FALCUCCI
JUEZ DE CÁMARA

URRETS ZAVALÍA PABLO
SECRETARIO DE CÁMARA
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